
 

 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA 

LOS ARTÍCULOS 2°, 99 y 115 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN MATERIA DE COMUNIDADES Y 

PUEBLOS INDÍGENAS 

 

El que suscribe, Hirepan Maya Martínez, diputado federal de la LXV Legislatura de la 

Cámara de Diputados e integrante del Grupo Parlamentario de Morena, en ejercicio de la 

facultad que le confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y con fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, pone a consideración de la Cámara de Diputados 

del honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que 

reforma y adiciona los artículos 2°, 99 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en materia de comunidades y pueblos indígenas al tenor de la siguiente 

Exposición de motivos 

Esta propuesta de reforma electoral de orden constitucional es formulada por el Frente 

por la Autonomía de Concejos y Comunidades Indígenas y el Colectivo Emancipaciones, 

la cual es presentada por el diputado federal Hirepan Maya Martínez. 

Las luchas de los pueblos indígenas por el reconocimiento y garantía de nuestros derechos, 

tuvo uno de sus episodios más importantes con la reforma constitucional de 2011 en materia 

de derechos humanos. El centro de estas luchas ha estado históricamente en el derecho a la 

libre determinación, y concretamente el autogobierno como dimensión política. Si bien este 

derecho se reconoció en la Constitución federal en el 2001, esa reforma al artículo 2º 

constitucional traicionó los Acuerdos de San Andrés firmados entre el gobierno federal y el 

Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN). El reconocimiento de los pueblos y 

comunidades como entidades de interés público y no de derecho público, aunado al mandato 

de que los derechos otorgados en el artículo 2º constitucional deberían ser reglamentados en 

leyes secundarias emitidas por los congresos locales, fueron entre otros elementos los 

principales obstáculos para la garantía efectiva del derecho al autogobierno indígena. 



 

 

Sin embargo, en 2011 tras la reforma constitucional de derechos humanos, por primera vez 

uno de los máximos tribunales constitucionales del Estado, la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), realizó un control de convencionalidad 

y constitucionalidad que le llevó a reconocer y garantizar el derecho a la libre determinación, 

autonomía y autogobierno en un contexto donde este derecho no se encontraba regulado en 

la legislación local. Es el conocido como “caso Cherán”. Esta comunidad indígena, asentada 

en la cabecera del municipio homónimo, mediante el juicio para la protección de los derechos 

político-electorales del ciudadano SUP-JDC-9167/2011, logró que se reconociera su derecho 

a la libre determinación, autonomía y autogobierno, concretamente para poder elegir una 

estructura tradicional de autoridades que gobernaran el municipio, mediante elecciones por 

usos y costumbres sin partidos políticos. Entre los criterios que se desprendieron de este 

asunto, resaltan los siguientes: 

Rosalva Durán Campos y otros 

VS 

Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán 

Jurisprudencia 19/2014 

COMUNIDADES INDÍGENAS. ELEMENTOS QUE COMPONEN EL DERECHO DE 

AUTOGOBIERNO.- De la interpretación de los artículos 2, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 2, apartado 2, inciso b), 4, apartado 1, 5, inciso b), y 8 del Convenio sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes; 4, 5 y 20 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 

los Pueblos Indígenas, se desprende que las citadas comunidades tienen derecho a participar sin discriminación 

alguna, en la toma de decisiones en la vida política del Estado, a través de representantes electos por ellos de 

acuerdo con sus procedimientos. En este sentido, el derecho de autogobierno como manifestación concreta de 

la autonomía comprende: 1) El reconocimiento, mantenimiento y defensa de la autonomía de los citados pueblos 

para elegir a sus autoridades o representantes acorde con sus usos y costumbres y respetando los derechos 

humanos de sus integrantes; 2) El ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, siguiendo para ello sus 

normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a efecto de conservar y reforzar sus instituciones políticas y 

sociales; 3) La participación plena en la vida política del Estado, y 4) La intervención efectiva en todas las 

decisiones que les afecten y que son tomadas por las instituciones estatales, como las consultas previas con los 

pueblos indígenas en relación con cualquier medida que pueda afectar a sus intereses. Así, el autogobierno de 

las comunidades indígenas constituye una prerrogativa fundamental, indisponible para las autoridades y, por 

tanto, invocable ante los órganos jurisdiccionales para su respeto efectivo a través del sistema de medios de 

impugnación en materia electoral. 

Quinta Época: 



 

 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-9167/2011 .—Actores: 

Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán.—2 de noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1740/2012 .—Actor: 

Bruno Plácido Valerio.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral del Estado de 

Guerrero.—13 de marzo de 2013.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Ángel Eduardo Zarazúa Alvizar, Fernando Ramírez Barrios y 

Emilio Zacarías Gálvez. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-325/2014 .—Actores: 

Joaquín Santiago y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Estatal Electoral y de 

Participación Ciudadana de Oaxaca.—2 de abril de 2014.—Mayoría de seis votos.—Ponente: Manuel González 

Oropeza.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Julio Antonio Saucedo Ramírez y Martín Juárez 

Mora. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veinticuatro de septiembre de dos mil catorce, aprobó 

por mayoría de cuatro votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 7, Número 14, 2014, páginas 24, 25 y 26. 

  

Rosalva Durán Campos y otros 

VS 

Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán 

Tesis XLII/2011 

USOS Y COSTUMBRES. A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA ELECTORAL CORRESPONDE 

CONSULTAR A LA COMUNIDAD, SI OPTA POR CELEBRAR ELECCIONES BAJO ESE 

RÉGIMEN Y SOMETER EL RESULTADO AL CONGRESO DEL ESTADO.- De la interpretación 

sistemática de los artículos 1º, 2º, párrafo quinto, apartado A, fracción III, 41, 115, 122 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1º, del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 5, incisos a) y b), 7, párrafo 1, 8, párrafo 

2, del Convenio número 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales 

en Países Independientes; 4, 5, 20 y 33 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas, se advierte que los integrantes de las comunidades indígenas tienen derecho a elegir sus 

autoridades, en conformidad con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, en este sentido y a falta 

de desarrollo legislativo, la autoridad administrativa electoral debe realizar las consultas respectivas a la 

comunidad, para determinar si la mayoría de sus integrantes opta por celebrar elecciones por el sistema de usos 

y costumbres, cuyo resultado deberá someterse al Congreso del Estado, a fin de que emita el decreto que 

conforme a derecho corresponda. Dichas consultas deben: a) surgir de la colectividad indígena y del 

consentimiento libre de sus integrantes; b) respetar los derechos humanos y aplicar el criterio de mayoría; c) ser 

democráticas y equitativas, a fin de que participe el mayor número de integrantes de la comunidad; d) responder 

a las necesidades identificadas por los propios pueblos; e) practicarse en forma pacífica; f) proporcionar en 
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forma recíproca todos los datos y la información necesaria, entre la comunidad y la propia autoridad, para la 

realización, contenidos y resultados conforme a las prácticas tradicionales; y, g) las medidas adoptadas deben 

gestionarse por los mismos interesados. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-9167/2011 .—Actores: 

Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán.—2 de noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el catorce de diciembre de dos mil once, aprobó por mayoría 

de de cuatro votos la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 4, Número 9, 2011, páginas 72 y 73. 

  

Rosalva Durán Campos y otros 

VS 

Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán 

Jurisprudencia 12/2013 

COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA 

RECONOCER A SUS INTEGRANTES.- De la interpretación sistemática de los artículos 2º, párrafo quinto 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, apartado 2 del Convenio número 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 3, 4, 9 y 

32 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, se desprende que 

este tipo de comunidades tienen el derecho individual y colectivo a mantener y desarrollar sus propias 

características e identidades, así como a reconocer a sus integrantes como indígenas y a ser reconocidas como 

tales. Por tanto, el hecho de que una persona o grupo de personas se identifiquen y autoadscriban con el carácter 

de indígenas, es suficiente para considerar que existe un vínculo cultural, histórico, político, lingüístico o de 

otra índole con su comunidad y que, por tanto, deben regirse por las normas especiales que las regulan. Por ello, 

la autoadscripción constituye el criterio que permite reconocer la identidad indígena de los integrantes de las 

comunidades y así gozar de los derechos que de esa pertenencia se derivan. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-9167/2011 .—Actores: 

Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán.—2 de noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-61/2012 .—Actores: 

Juan Fabían Juárez y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán.—
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20 de enero de 2012.—Unanimidad de cinco votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—Secretarios: 

Javier Ortiz Flores, Julio César Cruz Ricárdez y Juan Carlos Silva Adaya. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-193/2012 .—Actores: 

Rubén Samuel Guevara Barrios y otro.—Responsables: Comisión Nacional de Garantías del Partido de la 

Revolución Democrática y otra.—29 de febrero de 2012.—Unanimidad de votos.—Ponente: María del Carmen 

Alanis Figueroa.—Secretario: Juan Antonio Garza García. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el treinta de julio de dos mil trece, aprobó por unanimidad 

de cinco votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 6, Número 13, 2013, páginas 25 y 26. 

El caso Cherán ha significado un precedente clave para que todas las comunidades del país 

pudieran ejercer este derecho al autogobierno como dimensión política de la libre 

determinación, reconocido plenamente a nivel internacional, independientemente de su 

configuración local. San Luis Acatlán y Ayutla de los Libres en Guerrero, Oxchuc, Chilón y 

Sitalá en Chiapas, así como los pueblos originarios de Tlalpan y Xochimilco en la Ciudad de 

México, promovieron sus respectivos juicios ciudadanos, y aunque con resultados distintos, 

han marcado la lucha por el autogobierno indígena en México. 

Para los pueblos y comunidades indígenas de Michoacán sin duda Cherán es el referente 

moderno de la lucha histórica por la libre determinación. A nivel legislativo, el impulso del 

movimiento de Cherán logró que, en la reforma al Código Electoral del Estado en 2014, se 

agregara el TÍTULO TERCERO. DEL PROCESO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS, Y SU 

DERECHO A ELEGIR AUTORIDADES BAJO EL RÉGIMEN DE USOS Y 

COSTUMBRES; y que en la Ley de Mecanismos de Participación Ciudadana del Estado, 

promulgada en 2015, se incluyera a la consulta indígena como mecanismo de participación. 

Cabe mencionar que esta es de las pocas leyes en el país y en el continente donde se 

reconocen efectos vinculantes a los resultados de las consultas indígenas. 

Sin embargo, estos importantes avances en materia de derechos únicamente beneficiaban, al 

menos de manera clara, a las comunidades que estuvieran asentadas en las cabeceras 

municipales o aquéllas que pertenecieran a municipios mayoritariamente indígenas, a pesar 

de que ninguna norma nacional o internacional así lo especifica. De hecho, en la reforma a 

la Constitución Política del Estado de Michoacán realizada en 2012 se reconoció que el 

https://www.te.gob.mx/sentenciasHTML/convertir/expediente/SUP-JDC-193-2012
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derecho a la libre determinación podía ejercerse a nivel comunal, además del municipal y el 

regional. A propósito de esta reforma, también es importante señalar que allí reconoció a las 

comunidades indígenas como sujetos de derecho púbico con personalidad propia. 

En este contexto, en 2016 la comunidad de San Francisco Pichátaro, tenencia (categoría de 

submunicipalidad) perteneciente al municipio de Tingambato, Michoacán, planteó a la Sala 

Superior del TEPJF que todas las comunidades indígenas somos sujetas del derecho al 

autogobierno independientemente de nuestro estatus administrativo, lo que está vinculado 

con nuestro derecho de participación política en el Estado. La Sala Superior resolvió en el 

SUP-JDC-1865/2015 que Pichátaro tenía razón, determinando además que debían 

garantizarse las condiciones económicas para que el autogobierno indígena pudiera 

desarrollarse. En consecuencia, surgió el llamado “presupuesto directo”, en la medida en que 

la Sala Superior ordenó que se transfirieran a la comunidad todas las funciones de gobierno 

que ejercía el municipio, así como la parte proporcional del total de su presupuesto, en 

atención al criterio poblacional. De este juicio surgieron los siguientes criterios: 

Jesús Salvador González y otro 

Vs. 

Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de Ocampo 

Tesis LXIV/2016 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL DERECHO A LA CONSULTA PREVIA, 

INFORMADA Y DE BUENA FE ES PROCEDENTE PARA DEFINIR LOS ELEMENTOS 

(CUANTITATIVOS Y CUALITATIVOS), NECESARIOS PARA LA TRANSFERENCIA DE 

RESPONSABILIDADES DERIVADAS DEL DERECHO AL AUTOGOBIERNO.- De una interpretación 

pro persona, sistemática, funcional y evolutiva de lo dispuesto en los artículos 1° y 2º, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; así como 19, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 

de los Pueblos Indígenas y 6, del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 

Indígenas y Tribales en Países Independientes, se desprende que para garantizar el pleno ejercicio de los 

derechos a la autodeterminación, autonomía y autogobierno de las comunidades y pueblos indígenas, así como 

a su derecho efectivo a la participación política y a la consulta, resulta procedente que las autoridades federales, 

estatales y municipales, consulten de manera previa, informada y de buena fe, por conducto de sus autoridades 

tradicionales, los elementos (cuantitativos y cualitativos) necesarios para la transferencia de responsabilidades 

http://sief.te.gob.mx/iuse/tesisjur.aspx?idTesis=LXIV/2016
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relacionadas con sus derechos constitucionales, incluyendo, de ser el caso, el derecho a la administración directa 

de los recursos económicos que le corresponden, con el objeto de definir las condiciones mínimas, culturalmente 

compatibles, necesarias y proporcionales para asegurar la transparencia, la debida administración y la rendición 

de cuentas respecto a la administración directa de tales recursos, atendiendo a las circunstancias específicas de 

cada comunidad. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1865/2015.—Actores: 

Jesús Salvador González y otro.—Autoridad responsable: Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de 

Ocampo.—18 de mayo de 2016.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—

Ausente: Pedro Esteban Penagos López.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Javier Miguel Ortiz 

Flores y Mauricio I. Del Toro Huerta.  

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintidós de junio de dos mil dieciséis, aprobó por 

mayoría de cinco votos, con el voto en contra del Magistrado Flavio Galván Rivera, la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 118 y 119. 

Jesús Salvador González y otro 

vs. 

Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de Ocampo 

Tesis LXV/2016 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL DERECHO AL AUTOGOBIERNO INCLUYE LA 

TRANSFERENCIA DE RESPONSABILIDADES RELACIONADAS CON EL EJERCICIO DE SUS 

DERECHOS A LA AUTODETERMINACIÓN, AUTONOMÍA Y AUTOGOBIERNO, VINCULADO 

CON SU DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA EFECTIVA Y LA ADMINISTRACIÓN 

DIRECTA DE LOS RECURSOS QUE LES CORRESPONDEN.- De una interpretación pro persona, 

sistemática, funcional y evolutiva de lo dispuesto en los artículos 1º y 2º, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 3, 20 y 23, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas; 7, párrafo 1, del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 

114, tercer párrafo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Michoacán de 

Ocampo; y 91, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Michoacán de Ocampo, y atendiendo a los 

principios de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, se desprende que el derecho de los 

pueblos y comunidades indígenas al autogobierno, reconocido constitucionalmente, consistente en determinar 

http://sief.te.gob.mx/iuse/tesisjur.aspx?idTesis=LXV/2016


 

 

su condición política y perseguir libremente su desarrollo integral, incluye, entre otros aspectos, la transferencia 

de responsabilidades, a través de sus autoridades tradicionales o reconocidas, en relación con el ejercicio de sus 

derechos a la autodeterminación, autonomía y autogobierno, vinculada con el de participación política efectiva 

y la administración directa de los recursos que le corresponden, pues dichos derechos humanos únicamente 

pueden concretarse al contar con un mínimo de derechos necesarios para garantizar la existencia, dignidad, 

bienestar de sus integrantes y desarrollo integral, así como su identidad cultural. En este sentido, las autoridades 

municipales deberán determinar equitativamente, en el contexto de la legislación estatal aplicable, los recursos 

que le corresponde a una comunidad indígena, respecto del resto del municipio. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1865/2015.—Actores: 

Jesús Salvador González y otro.—Autoridad responsable: Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de 

Ocampo.—18 de mayo de 2016.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—

Ausente: Pedro Esteban Penagos López.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Javier Miguel Ortiz 

Flores y Mauricio I. Del Toro Huerta.  

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintidós de junio de dos mil dieciséis, aprobó por 

mayoría de cinco votos, con el voto en contra del Magistrado Flavio Galván Rivera, la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 119, 120 y 121. 

                                                                                                                              Jesús Salvador González y otro 

                                                                                                                                                                               vs. 

                                                                                       Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de Ocampo 

                                                                                                                                                      Tesis LXIII/2016 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DADOS LOS PRINCIPIOS DE INTERDEPENDENCIA 

E INDIVISIBILIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS, SU DERECHO AL AUTOGOBIERNO NO 

PUEDE CONCRETARSE A MENOS QUE CUENTEN CON LOS DERECHOS MÍNIMOS PARA LA 

EXISTENCIA, DIGNIDAD, BIENESTAR Y DESARROLLO INTEGRAL.- De una interpretación pro 

persona, sistemática, funcional y evolutiva de lo dispuesto en los artículos 1º y 2º de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 114, tercer párrafo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del 

Estado de Michoacán de Ocampo; del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; así como de lo 

dispuesto en el Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales; y del Protocolo de San Salvador, en 

conjunción con los artículos 3º y 4° de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
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Indígenas y 6, del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes, se desprende que, dado los principios de interdependencia e indivisibilidad 

de los derechos humanos, el derecho al autogobierno y autonomía de los pueblos y comunidades indígenas no 

puede concretarse, a menos que cuenten con los derechos mínimos para la existencia, dignidad, bienestar de 

sus integrantes y desarrollo integral, así como su identidad cultural, en un marco de pleno respeto a los derechos 

humanos y, destacadamente, la dignidad e integridad de las mujeres indígenas. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1865/2015.—Actores: 

Jesús Salvador González y otro.—Autoridad responsable: Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de 

Ocampo.—18 de mayo de 2016.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—

Ausente: Pedro Esteban Penagos López.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Javier Miguel Ortiz 

Flores y Mauricio I. Del Toro Huerta.  

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintidós de junio de dos mil dieciséis, aprobó por 

mayoría de cinco votos, con el voto en contra del Magistrado Flavio Galván Rivera, la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 117 y 118. 

El “caso Pichátaro” sentó un precedente de tales dimensiones que hoy día más de 15 

comunidades en Michoacán ejercen su autogobierno con presupuesto propio, teniendo el 

carácter de submunicipalidades o tenencias. En otras entidades como Oaxaca y la Ciudad de 

México, en los años subsecuentes también se ha intentado ejercer este derecho. 

Sin embargo, en 2020 la Sala Superior del TEPJF abandonó las tesis antes citadas y declaró 

que la jurisdicción electoral no era competente para resolver este tipo de asuntos. Pese a este 

revés, el Frente por la Autonomía de Concejos y Comunidades Indígenas de Michoacán, 

presentamos e impulsamos desde el 2019 una iniciativa de reforma a la Ley Orgánica 

Municipal para que se reconocieran los autogobiernos indígenas y se estableciera un 

mecanismo administrativo para acceder a este derecho, a través de un procedimiento de 

consulta previa. Esto finalmente se logró y una nueva legislación con nuestro aporte fue 

publicada en el Periódico Oficial el 30 de marzo de 2021. 

http://sief.te.gob.mx/iuse/tesisjur.aspx?idTesis=LXIII/2016
http://sief.te.gob.mx/iuse/tesisjur.aspx?idTesis=LXIII/2016
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2015/JDC/SUP-JDC-01865-2015.htm


 

 

Las autoridades municipales siempre han estado en contra de los pueblos, nos han mantenido 

en la marginalidad y prueba de ello es que históricamente la infraestructura no llega a nuestras 

comunidades por decisión de los ayuntamientos y la corrupción de sus funcionarios. La 

diferencia con el autogobierno indígena es que ese dinero público que antes iba a sus 

bolsillos, hoy es ejercido con eficiencia y transparencia por las autoridades tradicionales de 

nuestras comunidades, que han sido elegidas a través de nuestros usos y costumbres. 

La vocación antiderechos, de corrupción y de discriminación, ha llevado a varios 

ayuntamientos a oponerse a la lucha de nuestros pueblos por el autogobierno indígena, 

primero a través del golpeteo político y después a través de los juicios de controversia 

constitucional interpuestos ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Uno de estos 

juicios fue resuelto el pasado mes de agosto, y la Corte, en una decisión abiertamente 

regresiva y violatoria de derechos humanos, declaró inválida la reforma a la Ley Orgánica 

Municipal de Michoacán. 

No obstante, los pueblos seguiremos nuestra lucha histórica por el ejercicio de nuestros 

derechos, y no nos detendremos ante las medidas regresivas y los embates institucionales. Es 

por ello que las comunidades que integramos el Frente por la Autonomía de Concejos y 

Comunidades Indígenas, así como el Colectivo Emancipaciones, con base en la experiencia 

que hemos adquirido en los años en que hemos ejercido el autogobierno, proponemos la 

siguiente iniciativa que busca armonizar en materia legislativa lo que en la práctica a través 

de resoluciones jurisdiccionales y otros avances locales hemos venido ejerciendo. 

A continuación, se muestra una tabla sobre el texto vigente y el texto propuesto: 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e 

indivisible. La Nación tiene una composición 

pluricultural sustentada originalmente en sus 

pueblos indígenas que son aquellos que 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e 

indivisible. La Nación tiene una composición 

pluricultural sustentada originalmente en sus 

pueblos indígenas que son aquellos que 



 

 

descienden de poblaciones que habitaban en el 

territorio actual del país al iniciarse la 

colonización y que conservan sus propias 

instituciones sociales, económicas, culturales y 

políticas, o parte de ellas.  

La conciencia de su identidad indígena deberá 

ser criterio fundamental para determinar a 

quiénes se aplican las disposiciones sobre 

pueblos indígenas.  

Son comunidades integrantes de un pueblo 

indígena, aquellas que formen una unidad 

social, económica y cultural, asentadas en un 

territorio y que reconocen autoridades propias 

de acuerdo con sus usos y costumbres.  

El derecho de los pueblos indígenas a la libre 

determinación se ejercerá en un marco 

constitucional de autonomía que asegure la 

unidad nacional. El reconocimiento de los 

pueblos y comunidades indígenas se hará en las 

constituciones y leyes de las entidades 

federativas, las que deberán tomar en cuenta, 

además de los principios generales 

establecidos en los párrafos anteriores de este 

artículo, criterios etnolingüísticos y de 

asentamiento físico.  

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el 

derecho de los pueblos y las comunidades 

indígenas a la libre determinación y, en 

consecuencia, a la autonomía para: 

descienden de poblaciones que habitaban en el 

territorio actual del país al iniciarse la 

colonización y que conservan sus propias 

instituciones sociales, económicas, culturales y 

políticas, o parte de ellas.  

La conciencia de su identidad indígena deberá 

ser criterio fundamental para determinar a 

quiénes se aplican las disposiciones sobre 

pueblos indígenas.  

Son comunidades integrantes de un pueblo 

indígena, aquellas que formen una unidad 

social, económica y cultural, asentadas en un 

territorio y que reconocen autoridades propias 

de acuerdo con sus usos y costumbres.  

El derecho de los pueblos indígenas a la libre 

determinación se ejercerá en un marco 

constitucional de autonomía que asegure la 

unidad nacional. El reconocimiento de los 

pueblos y comunidades indígenas se hará en las 

constituciones y leyes de las entidades 

federativas, las que deberán tomar en cuenta, 

además de los principios generales 

establecidos en los párrafos anteriores de este 

artículo, criterios etnolingüísticos y de 

asentamiento físico.  

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el 

derecho de los pueblos y las comunidades 

indígenas a la libre determinación y, en 

consecuencia, a la autonomía para: 



 

 

I. … 

II. … 

III. … 

IV. … 

V. … 

VI. … 

VII. … 

VIII. … 

Las constituciones y leyes de las entidades 

federativas establecerán las características de 

libre determinación y autonomía que mejor 

expresen las situaciones y aspiraciones de los 

pueblos indígenas en cada entidad, así como las 

normas para el reconocimiento de las 

comunidades indígenas como entidades de 

interés público. 

B. La Federación, las entidades federativas y los 

Municipios, para promover la igualdad de 

oportunidades de los indígenas y eliminar 

cualquier práctica discriminatoria, 

establecerán las instituciones y determinarán 

las políticas necesarias para garantizar la 

vigencia de los derechos de los indígenas y el 

desarrollo integral de sus pueblos y 

I. … 

II. … 

III. … 

IV. … 

V. … 

VI. … 

VII. … 

VIII. … 

 

La Federación y las entidades federativas 

establecerán las normas para garantizar la 

implementación de los derechos reconocidos 

en esta Constitución y establecer las 

características para el ejercicio efectivo de la 

libre determinación y autonomía que mejor 

expresen las situaciones y aspiraciones de los 

pueblos y comunidades indígenas, así como 

para su reconocimiento como sujetos de 

derecho público. La interpretación de estas 

disposiciones deberá respetar siempre el 

principio de la protección más amplia de la 

autonomía y los derechos de los pueblos y 

comunidades indígenas de México y de los 

pueblos y barrios originarios de la Ciudad de 

México. 



 

 

comunidades, las cuales deberán ser diseñadas 

y operadas conjuntamente con ellos. 

Para abatir las carencias y rezagos que afectan 

a los pueblos y comunidades indígenas, dichas 

autoridades, tienen la obligación de:  

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas 

indígenas con el propósito de fortalecer las 

economías locales y mejorar las condiciones de 

vida de sus pueblos, mediante acciones 

coordinadas entre los tres órdenes de 

gobierno, con la participación de las 

comunidades. Las autoridades municipales 

determinarán equitativamente las 

asignaciones presupuestales que las 

comunidades administrarán directamente para 

fines específicos. 

(…) 

B. La Federación, las entidades federativas y los 

Municipios, para promover la igualdad de 

oportunidades de los indígenas y eliminar 

cualquier práctica discriminatoria, 

establecerán las instituciones y determinarán 

las políticas necesarias para garantizar la 

vigencia de los derechos de los indígenas y el 

desarrollo integral de sus pueblos y 

comunidades, las cuales deberán ser diseñadas 

y operadas conjuntamente con ellos. 

Para abatir las carencias y rezagos que afectan 

a los pueblos y comunidades indígenas, dichas 

autoridades, tienen la obligación de:  

 

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas 

indígenas con el propósito de fortalecer las 

economías locales y mejorar las condiciones de 

vida de sus pueblos, mediante acciones 

coordinadas entre los tres órdenes de 

gobierno, con la participación de las 

comunidades. Las autoridades municipales 

determinarán equitativamente las 

asignaciones presupuestales que las 

comunidades administrarán directamente para 

fines específicos. 

 

Los pueblos, las comunidades indígenas y los 

barrios originarios de la Ciudad de México 

podrán administrar directamente, en función 

de su derecho al autogobierno, asignaciones 



 

 

presupuestales bajo una distribución 

equitativa y proporcional conforme al criterio 

poblacional. 

 

(…) 

Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con 

excepción de lo dispuesto en la fracción II del 

artículo 105 de esta Constitución, la máxima 

autoridad jurisdiccional en la materia y órgano 

especializado del Poder Judicial de la 

Federación.  

 

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal 

funcionará en forma permanente con una Sala 

Superior y salas regionales; sus sesiones de 

resolución serán públicas, en los términos que 

determine la ley. Contará con el personal 

jurídico y administrativo necesario para su 

adecuado funcionamiento.  

 

La Sala Superior se integrará por siete 

Magistrados Electorales. El Presidente del 

Tribunal será elegido por la Sala Superior, de 

entre sus miembros, para ejercer el cargo por 

cuatro años.  

 

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en 

forma definitiva e inatacable, en los términos 

de esta Constitución y según lo disponga la ley, 

sobre:  

 

Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con 

excepción de lo dispuesto en la fracción II del 

artículo 105 de esta Constitución, la máxima 

autoridad jurisdiccional en la materia y órgano 

especializado del Poder Judicial de la 

Federación.  

 

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal 

funcionará en forma permanente con una Sala 

Superior y salas regionales; sus sesiones de 

resolución serán públicas, en los términos que 

determine la ley. Contará con el personal 

jurídico y administrativo necesario para su 

adecuado funcionamiento.  

 

La Sala Superior se integrará por siete 

Magistrados Electorales. El Presidente del 

Tribunal será elegido por la Sala Superior, de 

entre sus miembros, para ejercer el cargo por 

cuatro años.  

 

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en 

forma definitiva e inatacable, en los términos 

de esta Constitución y según lo disponga la ley, 

sobre:  

 



 

 

I. Las impugnaciones en las elecciones 

federales de diputados y senadores; 

 

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la 

elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos que serán resueltas en única 

instancia por la Sala Superior. Las salas Superior 

y regionales del Tribunal sólo podrán declarar 

la nulidad de una elección por las causales que 

expresamente se establezcan en las leyes. La 

Sala Superior realizará el cómputo final de la 

elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, una vez resueltas las 

impugnaciones que se hubieren interpuesto 

sobre la misma, procediendo a formular, en su 

caso, la declaración de validez de la elección y 

la de Presidente Electo respecto del candidato 

que hubiese obtenido el mayor número de 

votos.  

 

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones 

de la autoridad electoral federal, distintas a las 

señaladas en las dos fracciones anteriores, que 

violen normas constitucionales o legales, así 

como en materia de revocación de mandato;  

 

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones 

definitivos y firmes de las autoridades 

competentes de las entidades federativas para 

organizar y calificar los comicios o resolver las 

controversias que surjan durante los mismos, 

que puedan resultar determinantes para el 

I. Las impugnaciones en las elecciones 

federales de diputados y senadores; 

 

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la 

elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos que serán resueltas en única 

instancia por la Sala Superior. Las salas Superior 

y regionales del Tribunal sólo podrán declarar 

la nulidad de una elección por las causales que 

expresamente se establezcan en las leyes. La 

Sala Superior realizará el cómputo final de la 

elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, una vez resueltas las 

impugnaciones que se hubieren interpuesto 

sobre la misma, procediendo a formular, en su 

caso, la declaración de validez de la elección y 

la de Presidente Electo respecto del candidato 

que hubiese obtenido el mayor número de 

votos.  

 

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones 

de la autoridad electoral federal, distintas a las 

señaladas en las dos fracciones anteriores, que 

violen normas constitucionales o legales, así 

como en materia de revocación de mandato;  

 

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones 

definitivos y firmes de las autoridades 

competentes de las entidades federativas para 

organizar y calificar los comicios o resolver las 

controversias que surjan durante los mismos, 

que puedan resultar determinantes para el 



 

 

desarrollo del proceso respectivo o el resultado 

final de las elecciones. Esta vía procederá 

solamente cuando la reparación solicitada sea 

material y jurídicamente posible dentro de los 

plazos electorales y sea factible antes de la 

fecha constitucional o legalmente fijada para la 

instalación de los órganos o la toma de 

posesión de los funcionarios elegidos;  

 

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones 

que violen los derechos político electorales de 

los ciudadanos de votar, ser votado y de 

afiliación libre y pacífica para tomar parte en los 

asuntos políticos del país, en los términos que 

señalen esta Constitución y las leyes. Para que 

un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del 

Tribunal por violaciones a sus derechos por el 

partido político al que se encuentre afiliado, 

deberá haber agotado previamente las 

instancias de solución de conflictos previstas en 

sus normas internas, la ley establecerá las 

reglas y plazos aplicables;  

 

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre 

el Tribunal y sus servidores;  

 

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre 

el Instituto Nacional Electoral y sus servidores;  

 

VIII. La determinación e imposición de 

sanciones por parte del Instituto Nacional 

Electoral a partidos o agrupaciones políticas o 

desarrollo del proceso respectivo o el resultado 

final de las elecciones. Esta vía procederá 

solamente cuando la reparación solicitada sea 

material y jurídicamente posible dentro de los 

plazos electorales y sea factible antes de la 

fecha constitucional o legalmente fijada para la 

instalación de los órganos o la toma de 

posesión de los funcionarios elegidos;  

 

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones 

que violen los derechos político electorales de 

los ciudadanos de votar, ser votado y de 

afiliación libre y pacífica para tomar parte en los 

asuntos políticos del país, en los términos que 

señalen esta Constitución y las leyes. Para que 

un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del 

Tribunal por violaciones a sus derechos por el 

partido político al que se encuentre afiliado, 

deberá haber agotado previamente las 

instancias de solución de conflictos previstas en 

sus normas internas, la ley establecerá las 

reglas y plazos aplicables;  

 

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre 

el Tribunal y sus servidores;  

 

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre 

el Instituto Nacional Electoral y sus servidores;  

 

VIII. La determinación e imposición de 

sanciones por parte del Instituto Nacional 

Electoral a partidos o agrupaciones políticas o 



 

 

personas físicas o morales, nacionales o 

extranjeras, que infrinjan las disposiciones de 

esta Constitución y las leyes;  

 

IX. Los asuntos que el Instituto Nacional 

Electoral someta a su conocimiento por 

violaciones a lo previsto en la Base III del 

artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de 

esta Constitución; a las normas sobre 

propaganda política y electoral, así como por la 

realización de actos anticipados de 

precampaña o de campaña, e imponer las 

sanciones que correspondan, y  

 

X. Las demás que señale la ley. 

 

(…) 

personas físicas o morales, nacionales o 

extranjeras, que infrinjan las disposiciones de 

esta Constitución y las leyes;  

 

IX. Los asuntos que el Instituto Nacional 

Electoral someta a su conocimiento por 

violaciones a lo previsto en la Base III del 

artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de 

esta Constitución; a las normas sobre 

propaganda política y electoral, así como por la 

realización de actos anticipados de 

precampaña o de campaña, e imponer las 

sanciones que correspondan, y  

 

X. Garantizar los derechos político electorales, 

de libre determinación, de autonomía y de 

autogobierno indígena; así como los 

mecanismos que les permitan tener eficacia, 

incluido el respeto a sus sistemas normativos 

para la elección de sus autoridades y 

representantes en todos los niveles, 

atendiendo al marco del pluralismo jurídico y 

a una interpretación intercultural y progresiva 

de los derechos humanos, y 

 

XI. Las demás que señale la ley. 

 

(…) 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su 

régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, democrático, 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su 

régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, democrático, 



 

 

laico y popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización política 

y administrativa, el municipio libre, conforme a 

las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un 

Ayuntamiento de elección popular directa, 

integrado por un Presidente o Presidenta 

Municipal y el número de regidurías y 

sindicaturas que la ley determine, de 

conformidad con el principio de paridad. La 

competencia que esta Constitución otorga al 

gobierno municipal se ejercerá por el 

Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá 

autoridad intermedia alguna entre éste y el 

gobierno del Estado.  

Las Constituciones de los estados deberán 

establecer la elección consecutiva para el 

mismo cargo de presidentes municipales, 

regidores y síndicos, por un período adicional, 

siempre y cuando el periodo del mandato de 

los ayuntamientos no sea superior a tres años. 

La postulación sólo podrá ser realizada por el 

mismo partido o por cualquiera de los partidos 

integrantes de la coalición que lo hubieren 

postulado, salvo que hayan renunciado o 

perdido su militancia antes de la mitad de su 

mandato. 

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos 

terceras partes de sus integrantes, podrán 

suspender ayuntamientos, declarar que éstos 

laico y popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización política 

y administrativa, el municipio libre, conforme a 

las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un 

Ayuntamiento de elección popular directa, 

integrado por un Presidente o Presidenta 

Municipal y el número de regidurías y 

sindicaturas que la ley determine, de 

conformidad con el principio de paridad. La 

competencia que esta Constitución otorga al 

gobierno municipal se ejercerá por el 

Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá 

autoridad intermedia alguna entre éste y el 

gobierno del Estado.  

Las Constituciones de los estados deberán 

establecer la elección consecutiva para el 

mismo cargo de presidentes municipales, 

regidores y síndicos, por un período adicional, 

siempre y cuando el periodo del mandato de 

los ayuntamientos no sea superior a tres años. 

La postulación sólo podrá ser realizada por el 

mismo partido o por cualquiera de los partidos 

integrantes de la coalición que lo hubieren 

postulado, salvo que hayan renunciado o 

perdido su militancia antes de la mitad de su 

mandato. 

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos 

terceras partes de sus integrantes, podrán 

suspender ayuntamientos, declarar que éstos 



 

 

han desaparecido y suspender o revocar el 

mandato a alguno de sus miembros, por alguna 

de las causas graves que la ley local prevenga, 

siempre y cuando sus miembros hayan tenido 

oportunidad suficiente para rendir las pruebas 

y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a 

su juicio convengan.  

Si alguno de los miembros dejare de 

desempeñar su cargo, será sustituido por su 

suplente, o se procederá según lo disponga la 

ley. 

En caso de declararse desaparecido un 

Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta 

de la mayoría de sus miembros, si conforme a 

la ley no procede que entren en funciones los 

suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, 

las legislaturas de los Estados designarán de 

entre los vecinos a los Concejos Municipales 

que concluirán los períodos respectivos; estos 

Concejos estarán integrados por el número de 

miembros que determine la ley, quienes 

deberán cumplir los requisitos de elegibilidad 

establecidos para los regidores; 

II. Los municipios estarán investidos de 

personalidad jurídica y manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para 

aprobar, de acuerdo con las leyes en materia 

municipal que deberán expedir las legislaturas 

han desaparecido y suspender o revocar el 

mandato a alguno de sus miembros, por alguna 

de las causas graves que la ley local prevenga, 

siempre y cuando sus miembros hayan tenido 

oportunidad suficiente para rendir las pruebas 

y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a 

su juicio convengan.  

Si alguno de los miembros dejare de 

desempeñar su cargo, será sustituido por su 

suplente, o se procederá según lo disponga la 

ley. 

En caso de declararse desaparecido un 

Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta 

de la mayoría de sus miembros, si conforme a 

la ley no procede que entren en funciones los 

suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, 

las legislaturas de los Estados designarán de 

entre los vecinos a los Concejos Municipales 

que concluirán los períodos respectivos; estos 

Concejos estarán integrados por el número de 

miembros que determine la ley, quienes 

deberán cumplir los requisitos de elegibilidad 

establecidos para los regidores; 

II. Los municipios estarán investidos de 

personalidad jurídica y manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para 

aprobar, de acuerdo con las leyes en materia 

municipal que deberán expedir las legislaturas 



 

 

de los Estados, los bandos de policía y gobierno, 

los reglamentos, circulares y disposiciones 

administrativas de observancia general dentro 

de sus respectivas jurisdicciones, que organicen 

la administración pública municipal, regulen las 

materias, procedimientos, funciones y servicios 

públicos de su competencia y aseguren la 

participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo 

anterior será establecer:  

a) Las bases generales de la administración 

pública municipal y del procedimiento 

administrativo, incluyendo los medios de 

impugnación y los órganos para dirimir las 

controversias entre dicha administración y los 

particulares, con sujeción a los principios de 

igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;  

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de 

las dos terceras partes de los miembros de los 

ayuntamientos para dictar resoluciones que 

afecten el patrimonio inmobiliario municipal o 

para celebrar actos o convenios que 

comprometan al Municipio por un plazo mayor 

al periodo del Ayuntamiento;  

c) Las normas de aplicación general para 

celebrar los convenios a que se refieren tanto 

las fracciones III y IV de este artículo, como el 

segundo párrafo de la fracción VII del artículo 

116 de esta Constitución;  

de los Estados, los bandos de policía y gobierno, 

los reglamentos, circulares y disposiciones 

administrativas de observancia general dentro 

de sus respectivas jurisdicciones, que organicen 

la administración pública municipal, regulen las 

materias, procedimientos, funciones y servicios 

públicos de su competencia y aseguren la 

participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo 

anterior será establecer:  

a) Las bases generales de la administración 

pública municipal y del procedimiento 

administrativo, incluyendo los medios de 

impugnación y los órganos para dirimir las 

controversias entre dicha administración y los 

particulares, con sujeción a los principios de 

igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;  

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de 

las dos terceras partes de los miembros de los 

ayuntamientos para dictar resoluciones que 

afecten el patrimonio inmobiliario municipal o 

para celebrar actos o convenios que 

comprometan al Municipio por un plazo mayor 

al periodo del Ayuntamiento;  

c) Las normas de aplicación general para 

celebrar los convenios a que se refieren tanto 

las fracciones III y IV de este artículo, como el 

segundo párrafo de la fracción VII del artículo 

116 de esta Constitución;  



 

 

d) El procedimiento y condiciones para que el 

gobierno estatal asuma una función o servicio 

municipal cuando, al no existir el convenio 

correspondiente, la legislatura estatal 

considere que el municipio de que se trate esté 

imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en 

este caso, será necesaria solicitud previa del 

ayuntamiento respectivo, aprobada por 

cuando menos las dos terceras partes de sus 

integrantes; y  

e) Las disposiciones aplicables en aquellos 

municipios que no cuenten con los bandos o 

reglamentos correspondientes. 

Las legislaturas estatales emitirán las normas 

que establezcan los procedimientos mediante 

los cuales se resolverán los conflictos que se 

presenten entre los municipios y el gobierno 

del estado, o entre aquéllos, con motivo de los 

actos derivados de los incisos c) y d) anteriores; 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las 

funciones y servicios públicos siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, 

tratamiento y disposición de sus aguas 

residuales;  

b) Alumbrado público.  

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y 

disposición final de residuos;  

d) El procedimiento y condiciones para que el 

gobierno estatal asuma una función o servicio 

municipal cuando, al no existir el convenio 

correspondiente, la legislatura estatal 

considere que el municipio de que se trate esté 

imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en 

este caso, será necesaria solicitud previa del 

ayuntamiento respectivo, aprobada por 

cuando menos las dos terceras partes de sus 

integrantes; y  

e) Las disposiciones aplicables en aquellos 

municipios que no cuenten con los bandos o 

reglamentos correspondientes. 

Las legislaturas estatales emitirán las normas 

que establezcan los procedimientos mediante 

los cuales se resolverán los conflictos que se 

presenten entre los municipios y el gobierno 

del estado, o entre aquéllos, con motivo de los 

actos derivados de los incisos c) y d) anteriores; 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las 

funciones y servicios públicos siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, 

tratamiento y disposición de sus aguas 

residuales;  

b) Alumbrado público.  

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y 

disposición final de residuos;  



 

 

d) Mercados y centrales de abasto.  

e) Panteones.  

f) Rastro.  

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 

h) Seguridad pública, en los términos del 

artículo 21 de esta Constitución, policía 

preventiva municipal y tránsito;  

i) Los demás que las Legislaturas locales 

determinen según las condiciones territoriales 

y socio-económicas de los Municipios, así como 

su capacidad administrativa y financiera. 

Sin perjuicio de su competencia constitucional, 

en el desempeño de las funciones o la 

prestación de los servicios a su cargo, los 

municipios observarán lo dispuesto por las 

leyes federales y estatales.  

Los Municipios, previo acuerdo entre sus 

ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse 

para la más eficaz prestación de los servicios 

públicos o el mejor ejercicio de las funciones 

que les correspondan. En este caso y 

tratándose de la asociación de municipios de 

dos o más Estados, deberán contar con la 

aprobación de las legislaturas de los Estados 

respectivas. Así mismo cuando a juicio del 

ayuntamiento respectivo sea necesario, 

d) Mercados y centrales de abasto.  

e) Panteones.  

f) Rastro.  

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 

h) Seguridad pública, en los términos del 

artículo 21 de esta Constitución, policía 

preventiva municipal y tránsito;  

i) Los demás que las Legislaturas locales 

determinen según las condiciones territoriales 

y socio-económicas de los Municipios, así como 

su capacidad administrativa y financiera. 

Sin perjuicio de su competencia constitucional, 

en el desempeño de las funciones o la 

prestación de los servicios a su cargo, los 

municipios observarán lo dispuesto por las 

leyes federales y estatales.  

Los Municipios, previo acuerdo entre sus 

ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse 

para la más eficaz prestación de los servicios 

públicos o el mejor ejercicio de las funciones 

que les correspondan. En este caso y 

tratándose de la asociación de municipios de 

dos o más Estados, deberán contar con la 

aprobación de las legislaturas de los Estados 

respectivas. Así mismo cuando a juicio del 

ayuntamiento respectivo sea necesario, 



 

 

podrán celebrar convenios con el Estado para 

que éste, de manera directa o a través del 

organismo correspondiente, se haga cargo en 

forma temporal de algunos de ellos, o bien se 

presten o ejerzan coordinadamente por el 

Estado y el propio municipio;  

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito 

municipal, podrán coordinarse y asociarse en 

los términos y para los efectos que prevenga la 

ley. 

IV. Los municipios administrarán libremente su 

hacienda, la cual se formará de los 

rendimientos de los bienes que les 

pertenezcan, así como de las contribuciones y 

otros ingresos que las legislaturas establezcan 

a su favor, y en todo caso: 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo 

tasas adicionales, que establezcan los Estados 

sobre la propiedad inmobiliaria, de su 

fraccionamiento, división, consolidación, 

traslación y mejora así como las que tengan por 

base el cambio de valor de los inmuebles.  

Los municipios podrán celebrar convenios con 

el Estado para que éste se haga cargo de 

algunas de las funciones relacionadas con la 

administración de esas contribuciones. 

b) Las participaciones federales, que serán 

cubiertas por la Federación a los Municipios 

podrán celebrar convenios con el Estado para 

que éste, de manera directa o a través del 

organismo correspondiente, se haga cargo en 

forma temporal de algunos de ellos, o bien se 

presten o ejerzan coordinadamente por el 

Estado y el propio municipio;  

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito 

municipal, podrán coordinarse y asociarse para 

hacer efectivos sus derechos de libre 

determinación, autonomía y autogobierno 

indígena en los términos y para los efectos que 

prevenga la ley. 

IV. Los municipios administrarán libremente su 

hacienda, la cual se formará de los 

rendimientos de los bienes que les 

pertenezcan, así como de las contribuciones y 

otros ingresos que las legislaturas establezcan 

a su favor, y en todo caso: 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo 

tasas adicionales, que establezcan los Estados 

sobre la propiedad inmobiliaria, de su 

fraccionamiento, división, consolidación, 

traslación y mejora así como las que tengan por 

base el cambio de valor de los inmuebles.  

Los municipios podrán celebrar convenios con 

el Estado para que éste se haga cargo de 

algunas de las funciones relacionadas con la 

administración de esas contribuciones. 



 

 

con arreglo a las bases, montos y plazos que 

anualmente se determinen por las Legislaturas 

de los Estados.  

c) Los ingresos derivados de la prestación de 

servicios públicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de 

los Estados para establecer las contribuciones a 

que se refieren los incisos a) y c), ni concederán 

exenciones en relación con las mismas. Las 

leyes estatales no establecerán exenciones o 

subsidios en favor de persona o institución 

alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo 

estarán exentos los bienes de dominio público 

de la Federación, de las entidades federativas o 

los Municipios, salvo que tales bienes sean 

utilizados por entidades paraestatales o por 

particulares, bajo cualquier título, para fines 

administrativos o propósitos distintos a los de 

su objeto público. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su 

competencia, propondrán a las legislaturas 

estatales las cuotas y tarifas aplicables a 

impuestos, derechos, contribuciones de 

mejoras y las tablas de valores unitarios de 

suelo y construcciones que sirvan de base para 

el cobro de las contribuciones sobre la 

propiedad inmobiliaria. 

Las legislaturas de los Estados aprobarán las 

leyes de ingresos de los municipios, revisarán y 

b) Las participaciones federales, que serán 

cubiertas por la Federación a los Municipios 

con arreglo a las bases, montos y plazos que 

anualmente se determinen por las Legislaturas 

de los Estados.  

c) Los ingresos derivados de la prestación de 

servicios públicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de 

los Estados para establecer las contribuciones a 

que se refieren los incisos a) y c), ni concederán 

exenciones en relación con las mismas. Las 

leyes estatales no establecerán exenciones o 

subsidios en favor de persona o institución 

alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo 

estarán exentos los bienes de dominio público 

de la Federación, de las entidades federativas o 

los Municipios, salvo que tales bienes sean 

utilizados por entidades paraestatales o por 

particulares, bajo cualquier título, para fines 

administrativos o propósitos distintos a los de 

su objeto público. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su 

competencia, propondrán a las legislaturas 

estatales las cuotas y tarifas aplicables a 

impuestos, derechos, contribuciones de 

mejoras y las tablas de valores unitarios de 

suelo y construcciones que sirvan de base para 

el cobro de las contribuciones sobre la 

propiedad inmobiliaria. 



 

 

fiscalizarán sus cuentas públicas. Los 

presupuestos de egresos serán aprobados por 

los ayuntamientos con base en sus ingresos 

disponibles, y deberán incluir en los mismos, 

los tabuladores desglosados de las 

remuneraciones que perciban los servidores 

públicos municipales, sujetándose a lo 

dispuesto en el artículo 127 de esta 

Constitución. 

Los recursos que integran la hacienda 

municipal serán ejercidos en forma directa por 

los ayuntamientos, o bien, por quien ellos 

autoricen, conforme a la ley; 

(…) 

Las legislaturas de los Estados aprobarán las 

leyes de ingresos de los municipios, revisarán y 

fiscalizarán sus cuentas públicas. Los 

presupuestos de egresos serán aprobados por 

los ayuntamientos con base en sus ingresos 

disponibles, y deberán incluir en los mismos, 

los tabuladores desglosados de las 

remuneraciones que perciban los servidores 

públicos municipales, sujetándose a lo 

dispuesto en el artículo 127 de esta 

Constitución. 

Los recursos que integran la hacienda 

municipal serán ejercidos en forma directa por 

los ayuntamientos, o bien, por quien ellos 

autoricen o por las comunidades indígenas 

que deseen ejercer su derecho al 

autogobierno de acuerdo a criterios 

poblacionales y de proporcionalidad; 

 
(…) 

 

Por lo anterior se expide el siguiente  

Decreto que reforma y adiciona los artículos 2°, 99 y 115 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo único. Se reforman y adicionan el párrafo último del Apartado A y el párrafo 

segundo a la fracción I del Apartado B del artículo 2°; la fracción X y se recorre la 

subsecuente del artículo 99; y el párrafo último de la fracción III y el párrafo último de la 

fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

para quedar de la siguiente manera: 



 

 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible. La Nación tiene una composición 

pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que 

descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la 

colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y 

políticas, o parte de ellas.  

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a 

quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas.  

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad 

social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen autoridades 

propias de acuerdo con sus usos y costumbres.  

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco 

constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El reconocimiento de los 

pueblos y comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades 

federativas, las que deberán tomar en cuenta, además de los principios generales 

establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y de 

asentamiento físico.  

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades 

indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: 

I. … 

II. … 

III. … 

IV. … 

V. … 



 

 

VI. … 

VII. … 

VIII. … 

La Federación y las entidades federativas establecerán las normas para garantizar la 

implementación de los derechos reconocidos en esta Constitución y establecer las 

características para el ejercicio efectivo de la libre determinación y autonomía que mejor 

expresen las situaciones y aspiraciones de los pueblos y comunidades indígenas, así como 

para su reconocimiento como sujetos de derecho público. La interpretación de estas 

disposiciones deberá respetar siempre el principio de la protección más amplia de la 

autonomía y los derechos de los pueblos y comunidades indígenas de México y de los 

pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México. 

B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de 

oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán 

las instituciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los 

derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales 

deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, 

dichas autoridades, tienen la obligación de:  

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas con el propósito de fortalecer las 

economías locales y mejorar las condiciones de vida de sus pueblos, mediante acciones 

coordinadas entre los tres órdenes de gobierno, con la participación de las comunidades. 

Las autoridades municipales determinarán equitativamente las asignaciones 

presupuestales que las comunidades administrarán directamente para fines específicos. 

Los pueblos, las comunidades indígenas y los barrios originarios de la Ciudad de México 

podrán administrar directamente, en función de su derecho al autogobierno, 



 

 

asignaciones presupuestales bajo una distribución equitativa y proporcional conforme al 

criterio poblacional. 

(…) 

Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del 

artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano 

especializado del Poder Judicial de la Federación.  

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal funcionará en forma permanente con una 

Sala Superior y salas regionales; sus sesiones de resolución serán públicas, en los términos 

que determine la ley. Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su 

adecuado funcionamiento.  

La Sala Superior se integrará por siete Magistrados Electorales. El Presidente del Tribunal 

será elegido por la Sala Superior, de entre sus miembros, para ejercer el cargo por cuatro 

años.  

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los 

términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre:  

I. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores; 

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de Presidente de los Estados 

Unidos Mexicanos que serán resueltas en única instancia por la Sala Superior. Las salas 

Superior y regionales del Tribunal sólo podrán declarar la nulidad de una elección por las 

causales que expresamente se establezcan en las leyes. La Sala Superior realizará el 

cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, una vez 

resueltas las impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre la misma, procediendo a 

formular, en su caso, la declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo 

respecto del candidato que hubiese obtenido el mayor número de votos.  

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas a 

las señaladas en las dos fracciones anteriores, que violen normas constitucionales o legales, 

así como en materia de revocación de mandato;  



 

 

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades 

competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios o resolver 

las controversias que surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para 

el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía procederá 

solamente cuando la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de 

los plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para 

la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos;  

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político electorales 

de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en 

los asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta Constitución y las leyes. Para 

que un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del Tribunal por violaciones a sus derechos 

por el partido político al que se encuentre afiliado, deberá haber agotado previamente las 

instancias de solución de conflictos previstas en sus normas internas, la ley establecerá las 

reglas y plazos aplicables;  

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus servidores;  

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Nacional Electoral y sus 

servidores;  

VIII. La determinación e imposición de sanciones por parte del Instituto Nacional Electoral 

a partidos o agrupaciones políticas o personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, 

que infrinjan las disposiciones de esta Constitución y las leyes;  

IX. Los asuntos que el Instituto Nacional Electoral someta a su conocimiento por violaciones 

a lo previsto en la Base III del artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de esta 

Constitución; a las normas sobre propaganda política y electoral, así como por la realización 

de actos anticipados de precampaña o de campaña, e imponer las sanciones que 

correspondan, y  

X. Garantizar los derechos político electorales, de libre determinación, de autonomía y de 

autogobierno indígena; así como los mecanismos que les permitan tener eficacia, incluido 



 

 

el respeto a sus sistemas normativos para la elección de sus autoridades y representantes 

en todos los niveles, atendiendo al marco del pluralismo jurídico y a una interpretación 

intercultural y progresiva de los derechos humanos, y 

XI. Las demás que señale la ley. 

(…) 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, 

conforme a las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, 

integrado por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas 

que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. La competencia que esta 

Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera 

exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.  

Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo 

cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un período adicional, siempre y 

cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años. La 

postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos 

integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o 

perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. 

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán 

suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el 

mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local 

prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir 

las pruebas y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a su juicio convengan.  



 

 

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, 

o se procederá según lo disponga la ley. 

En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la 

mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los 

suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designarán 

de entre los vecinos a los Concejos Municipales que concluirán los períodos respectivos; 

estos Concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley, 

quienes deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores; 

II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio 

conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia 

municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y 

gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia 

general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública 

municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su 

competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:  

a) Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento 

administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las 

controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de 

igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;  

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de 

los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario 

municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo 

mayor al periodo del Ayuntamiento;  



 

 

c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las 

fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 

116 de esta Constitución;  

d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio 

municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere 

que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este 

caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando 

menos las dos terceras partes de sus integrantes; y  

e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o 

reglamentos correspondientes. 

Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan los procedimientos mediante 

los cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno 

del estado, o entre aquéllos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) 

anteriores; 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;  

b) Alumbrado público.  

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;  

d) Mercados y centrales de abasto.  

e) Panteones.  

f) Rastro.  

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 



 

 

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva 

municipal y tránsito;  

i) Los demás que las Legislaturas locales determinen según las condiciones territoriales y 

socio-económicas de los Municipios, así como su capacidad administrativa y financiera. 

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la 

prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes 

federales y estatales.  

Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse 

para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones 

que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o 

más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados 

respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán 

celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo 

correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o 

ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio;  

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán coordinarse y asociarse 

para hacer efectivos sus derechos de libre determinación, autonomía y autogobierno 

indígena en los términos y para los efectos que prevenga la ley. 

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los 

rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros 

ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso: 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados 

sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y 

mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles.  



 

 

Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste se haga cargo de 

algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones. 

b) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los Municipios con 

arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente se determinen por las Legislaturas de 

los Estados.  

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones 

a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. 

Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución 

alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio 

público de la Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales 

bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, 

para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales 

las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas 

de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las 

contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. 

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán 

y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los 

ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los 

tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos 

municipales, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución. 

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los 

ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen o por las comunidades indígenas que 

deseen ejercer su derecho al autogobierno de acuerdo a criterios poblacionales y de 

proporcionalidad; 



 

 

(…) 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación.  

Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas locales deberán realizar las adecuaciones 

que correspondan en un plazo máximo de 180 días contados a partir del inicio de la vigencia 

de este decreto. 

 

 

Diputado Hirepan Maya Martínez 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de septiembre de 2022.  

 

 




